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Demanda de inconstitucionalidad contra el Acto Legislativo 01 de 2012 (parcial) “Por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos de justicia transicional en el marco del artículo 22 de la Constitución Política”.
Actor: Rafael Guarín
Magistrado Sustanciador: 

ALBERTO ROJAS RÍOS
Bogotá, D.C., abril treinta (30) de dos mil catorce (2014).
El suscrito Magistrado Sustanciador en el proceso de la referencia, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales y, 

1. CONSIDERANDO

1.1. Que el ciudadano Rafael Guarín presentó acción pública de inconstitucionalidad contra las expresiones “que permitan centrar los esfuerzos en la investigación penal de los máximos responsables de todos los delitos que adquieran la connotación de crímenes de lesa humanidad, genocidio, o crímenes de guerra cometidos de manera sistemática” contenidas en el art. 1º del Acto Legislativo 01 de 2012, y contra el artículo 3° del mismo Acto Legislativo, cuyo texto se trascribe a continuación:  

“ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2012

(Julio 31)

Por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos de justicia transicional en el marco del artículo 22 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

Artículo  1°. La Constitución Política tendrá un nuevo artículo transitorio que será el 66, así:

Artículo Transitorio 66. Los instrumentos de justicia transicional serán excepcionales y tendrán como finalidad prevalente facilitar la terminación del conflicto armado interno y el logro de la paz estable y duradera, con garantías de no repetición y de seguridad para todos los colombianos; y garantizarán en el mayor nivel posible, los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. Una ley estatutaria podrá autorizar que, en el marco de un acuerdo de paz, se dé un tratamiento diferenciado para los distintos grupos armados al margen de la ley que hayan sido parte en el conflicto armado interno y también para los agentes del Estado, en relación con su participación en el mismo.

Mediante una ley estatutaria se establecerán instrumentos de justicia transicional de carácter judicial o extrajudicial que permitan garantizar los deberes estatales de investigación y sanción. En cualquier caso se aplicarán mecanismos de carácter extrajudicial para el esclarecimiento de la verdad y la reparación de las víctimas.

Una ley deberá crear una Comisión de la Verdad y definir su objeto, composición, atribuciones y funciones. El mandato de la comisión podrá incluir la formulación de recomendaciones para la aplicación de los instrumentos de justicia transicional, incluyendo la aplicación de los criterios de selección.

Tanto los criterios de priorización como los de selección son inherentes a los instrumentos de justicia transicional. El Fiscal General de la Nación determinará criterios de priorización para el ejercicio de la acción penal. Sin perjuicio del deber general del Estado de investigar y sancionar las graves violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario, en el marco de la justicia transicional, el Congreso de la República, por iniciativa del Gobierno Nacional, podrá mediante ley estatutaria determinar criterios de selección que permitan centrar los esfuerzos en la investigación penal de los máximos responsables de todos los delitos que adquieran la connotación de crímenes de lesa humanidad, genocidio, o crímenes de guerra cometidos de manera sistemática; establecer los casos, requisitos y condiciones en los que procedería la suspensión de la ejecución de la pena; establecer los casos en los que proceda la aplicación de sanciones extrajudiciales, de penas alternativas, o de modalidades especiales de ejecución y cumplimiento de la pena; y autorizar la renuncia condicionada a la persecución judicial penal de todos los casos no seleccionados. La ley estatutaria tendrá en cuenta la gravedad y representatividad de los casos para determinar los criterios de selección.

En cualquier caso, el tratamiento penal especial mediante la aplicación de instrumentos constitucionales como los anteriores estará sujeto al cumplimiento de condiciones tales como la dejación de las armas, el reconocimiento de responsabilidad, la contribución al esclarecimiento de la verdad y a la reparación integral de las víctimas, la liberación de los secuestrados, y la desvinculación de los menores de edad reclutados ilícitamente que se encuentren en poder de los grupos armados al margen de la ley.

Parágrafo 1°. En los casos de la aplicación de instrumentos de justicia transicional a grupos armados al margen de la ley que hayan participado en las hostilidades, esta se limitará a quienes se desmovilicen colectivamente en el marco de un acuerdo de paz o a quienes se desmovilicen de manera individual de conformidad con los procedimientos establecidos y con la autorización del Gobierno Nacional.

Parágrafo 2°. En ningún caso se podrán aplicar instrumentos de justicia transicional a grupos armados al margen de la ley que no hayan sido parte en el conflicto armado interno, ni a cualquier miembro de un grupo armado que una vez desmovilizado siga delinquiendo.
(…)
Artículo  3°. La Constitución Política tendrá un nuevo artículo transitorio que será el 67, así:

Artículo Transitorio 67. Una ley estatutaria regulará cuáles serán los delitos considerados conexos al delito político para efectos de la posibilidad de participar en política. No podrán ser considerados conexos al delito político los delitos que adquieran la connotación de crímenes de lesa humanidad y genocidio cometidos de manera sistemática, y en consecuencia no podrán participar en política ni ser elegidos quienes hayan sido condenados y seleccionados por estos delitos.”
1.2  Que según el demandante las expresiones señaladas sustituyen pilares fundamentales de la Constitución. Respecto de la primera expresión demandada la sustitución aludida consiste en que “conforme al marco jurídico sobre el cual se erige la Constitución, el Estado colombiano tiene la obligación de investigar, juzgar y condenar a través del aparato judicial a los responsables de actos de terrorismo, delitos transnacionales, graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario, sin discriminación alguna, adquieran o no la connotación de crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra y genocidio, al igual que garantizar el acceso a la justicia y a un recurso idóneo, adecuado y efectivo a las personas sujetas a su jurisdicción.” 
Y, respecto del artículo 3° del Acto Legislativo 01 de 2012, la sustitución consiste según el demandante en que “[e]l Estado colombiano se soporta en un marco jurídico democrático que se fundamenta en la dignidad humana, la igualdad, la protección de los derechos humanos y un orden justo; en el que el derecho a ser candidato a cargos de elección popular y ejercer cargos públicos excluye a los responsables de graves violaciones a los derechos humanos, graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario, actos de terrorismo y delitos transnacionales.” 
1.3  Que la demanda presentada por el ciudadano Rafael Guarín fue admitida por este despacho mediante autos del 2 de septiembre de 2013, y del 14 de enero de 2014. Providencias a través de las cuales se invitó a participar a Amnistía Internacional, a Human Right Watch, al Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad “Dejusticia”, al Centro Internacional para la Justicia Transicional (ICTJ), la Comisión Colombiana de Juristas, el Centro Internacional de Toledo para la Paz (CITpax), a la Fundación Centro de Pensamiento Primero Colombia, a la Fundación Ideas para la Paz, al Centro de Investigación y Educación Popular (CINEP), a la Consultoría para los derechos humanos y el desplazamiento (CODHES) y a La Escola de Cultura de Pau de la Universidad Autónoma de Barcelona como miembros de las organizaciones no gubernamentales que tienen una labor fundamental en la defensa de los derechos humanos.
1.4. Que la demanda, los conceptos y las intervenciones presentadas en el proceso han puesto en evidencia el amplio debate que ha generado la expedición del Marco Jurídico para la Paz, especialmente en relación con el cargo relativo a las condiciones constitucionales para ejercer el derecho de participación en política por parte de quienes hayan sido condenados por delitos políticos o por delitos conexos a los mismos, que en el marco del Acto Legislativo 01 de 2012 implica determinar si se sustituye un pilar fundamental de la Constitución, el cual consistiría en que el orden constitucional excluye de dicho derecho a los responsables de graves violaciones a los derechos humanos, graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario, actos de terrorismo y delitos transnacionales. 
1.5. Que en consideración a los antecedentes, con fundamento en el artículo 60 del Reglamento Interno de la Corte Constitucional (Acuerdo 05 de 1992), la Sala Plena a solicitud del Magistrado Ponente dispuso convocar a audiencia pública, a efectos de ampliar los elementos de juicio que han de servir de fundamento a la Corte para  proferir sentencia en el proceso bajo estudio. 
1.6. Que el veinticinco (25) de julio de 2013, la Corte Constitucional celebró audiencia en el estudio de la acción pública de inconstitucionalidad que culminó con la sentencia C-579 de 2013, en la cual se solicitó a los participantes intervenir sobre el asunto concreto de si el Estado colombiano puede sólo investigar y juzgar a algunos de los responsables de graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al DIH, en un contexto de justicia transicional. Asunto que describe el tema general de la discusión planteada en la actualidad respecto de una de las acusaciones. Por lo cual el tema frente al que se debe limitar el debate y participación pública en esta oportunidad, debe ser únicamente el relativo a la acusación referente a las condiciones constitucionales para ejercer el derecho de participación política, en el marco de un proceso de negociación para poner fin al conflicto armado colombiano.
1.7. Que, teniendo en cuenta lo anteriormente expresado, esta Corporación en sesión del veintinueve (29) de abril de dos mil catorce (2014) fijó como fecha para la celebración de la audiencia el día veintisiete (27) de mayo del año dos mil catorce (2014), a las ocho de la mañana (8:00 a.m.), en las instalaciones del Palacio de Justicia, Sala de Audiencias del Consejo de Estado.
1.8. Que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 12 y 13 del Decreto 2067 de 1991
, se invitará a participar en esta audiencia al demandante, a los representantes de entidades públicas y de la sociedad civil que se mencionan a continuación: 
1.8.1. Demandante: doctor Rafael Guarín.
1.8.2 Entidades públicas: Ministerio de Justicia y del Derecho, Congreso de la República, Procuraduría General de la Nación, Fiscalía General de la Nación y Defensoría del Pueblo.
1.8.3 Sociedad civil: Un representante de la Delegación del Comité Internacional de la Cruz Roja; el vocero de la Mesa Nacional de Víctimas; un representante del Movimiento Nacional de Víctimas de Crímenes de Estado (MOVICE); una representante de Mujeres por la Paz; un delegado del Centro de Investigación y Educación Popular (CINEP); un representante del Centro Internacional de Toledo para la Paz (CITpax); un representante del Centro Internacional para la Justicia Transicional (CIJT); Héctor Olázolo; Kai Ambos; Alejandro Aponte; Andrés Sarmiento; Rodrigo Uprimny; Jorge Kenneth Burbano Villamarín; Gonzalo Ramírez Cleves; Iván Orozco, Diego Fernando Tarapués Sandino y María Carmelina Londoño.
1.9. Que el pleno de la Corte Constitucional aprobó que la intervención del demandante, de los representantes de entidades públicas y de la sociedad civil debía estar encaminada a resolver los siguientes asuntos:
1. ¿El Estado colombiano enfrenta límites derivados del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, y del Derecho Internacional Humanitario respecto al alcance de la participación en política de los desmovilizados en procesos de justicia transicional?

2.   En un contexto de justicia transicional ¿Qué implicaciones tiene la participación en política de los miembros de grupos armados desmovilizados para los derechos de las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos o graves infracciones al derecho internacional humanitario?
3. ¿Sustituye la Constitución que por medio de Acto Legislativo se deje a la libertad de configuración del legislador la definición de los crímenes de guerra, los actos de terrorismo, el narcotráfico u otros delitos transnacionales como delitos conexos al delito político? 
1.10 Que, para el desarrollo de la audiencia pública en la Sala de Audiencias del Consejo de Estado, se establece la siguiente agenda:
	AGENDA

	8:00 a 8:15 a.m.
	Alberto Rojas Ríos, Magistrado Ponente

	8:20 a 8:35 a.m.
	Ciudadano demandante Rafael G. Guarín

	INTERVENCIONES DE LOSREPRESENTANTES DE ENTIDADES PUBLICAS

	8:40 a 8:55 a.m.
	Ministro de Justicia y del Derecho, Alfonso  G Gómez Méndez.

	9:00 a 9:15 a.m.
	Presidente del Congreso de la República,

 Juan Fernando Cristo

	9:20 a 9:35 a.m.
	Procurador General de la República, Alejandro Ordóñez

	9:40 a 9: 55 a.m.
	Fiscal General de la Nación, Eduardo Montealegre Lynett

	10:00 a 10:15 a.m.
	Defensor del Pueblo, Jorge Armando Otálora

	RECESO

	INTERVENCIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL

	10:20 a 10:35 a.m.
	Jefe de la Delegación del Comité Internacional de la Cruz Roja ,  Jordi Raich.

	10:40 a 10:55 a.m.
	Representante de la Mesa Nacional de Víctimas, Jorge Vásquez.

	11:00 a 11:15 a.m.
	Representante del Movimiento Nacional de Víctimas de Crímenes de Estado (MOVICE)

	11:20 a 11:35 a.m.
	Representante de Mujeres por la Paz

	11:40 a 11:55 a.m.
	Representante del Centro de Investigación y Educación Popular (CINEP)

	12:00 m 12:15 p.m.
	Directora para Colombia del Centro Internacional de Toledo para la Paz, (CITpax), Claudia Medina.

	12:20 a 12:35 p.m.
	Directora de la Oficina de Colombia del Centro Internacional para la Justicia Transicional (CIJT), María Camila Moreno. 


	RECESO

	2:00 a 2:15 p.m.
	Héctor Olázolo.

	2:20 a 2:35 p.m.
	Kai Ambos.

	2:40 a 2:55 p.m.


	Alejandro Aponte.

	3:00 a 3:15 p.m
	Andrés Sarmiento

	3:20 a 3:35 p.m.
	Rodrigo Uprimny

	3:40 a 3:55 p.m.
	Jorge Kenneth Burbano Villamarín

	4:00 a 4:15 p.m.
	Gonzalo Ramírez Cleves

	4:20 a 4:35 p.m
	Iván Orozco

	4:40 a 4:55 p.m
	Diego Fernando Tarapués Sandino

	5.00 a 5-15 p.m
	María Carmelina Londoño

	CLAUSURA



	5:20 a 5:35 p.m.
	A cargo del Magistrado Ponente


RESUELVE
PRIMERO.- Disponer que por Secretaría General, se cite a audiencia pública el día veintisiete (27) de mayo del año dos mil catorce (2014), a las ocho de la mañana (8:00 a.m.), en las instalaciones del Palacio de Justicia, Sala de Audiencias del Consejo de Estado, al demandante, a los representantes de entidades públicas y de la sociedad civil, relacionados en el considerando 1.8 de este Auto. A cada expositor se le concederá el uso de la palabra por el término señalado en la agenda, y de su exposición presentará un resumen escrito a la Secretaría General de esta Corporación.  
SEGUNDO.- ORDENAR que por Secretaría General, se remita el temario incluido en el considerando 1.9 de este Auto a todos los invitados. La Secretaría General deberá advertir que en la intervención los participantes únicamente podrán tratar los temas indicados en el temario. De la misma forma, advertirá la hora prevista y el tiempo destinado para su intervención.

TERCERO.- DEJAR A DISPOSICIÓN el expediente del proceso para su consulta y fotocopia por los invitados a la audiencia pública.
CUARTO.- PUBLICAR esta providencia en el sitio Web de la Corte Constitucional y disponer lo pertinente por la Jefatura de Prensa de esta Corporación para su transmisión por televisión abierta y videoconferencia por Internet. Así mismo, solicitar la colaboración de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura para que publique en su respectiva página Web el contenido de esta providencia. 

QUINTO.- CONVOCAR la asistencia de la ciudadanía a la audiencia, previa inscripción a través de solicitud enviada al correo electrónico “audienciad9819@corteconstitucional.gov.co”. El plazo máximo para la inscripción es el jueves veintidós (22) de mayo de dos mil catorce (2014). 

Notifíquese, comuníquese y cúmplase.
ALBERTO ROJAS RÍOS
Magistrado

MARTHA VICTORIA SÁCHICA MÉNDEZ

Secretaria General
� El artículo 12 del Decreto 2067 de 1991 permite invitar a audiencia pública a quienes hubiera participado en la expedición o elaboración de la norma, al Procurador General de la Nación y a quienes hubieran intervenido como impugnador o defensor de las normas sometidas a control, mientras que el artículo 13 del mismo decreto señala que la Corte podrá, por mayoría de sus asistentes, citar a entidades públicas, a organizaciones privadas y a expertos en las materias relacionadas con el tema del proceso, por lo cual es posible citar a audiencia a quienes hayan intervenido y también a otros expertos en la materia.
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